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TÍTULOS

[ 1 ]   Riachuelo: la Corte cita al gobierno para ver si hizo los deberes
El martes 20, el gobierno nacional –a la cabeza de la flamante autoridad de cuenca del Matanza-Riachuelo- deberá comparecer ante la Corte Suprema para responder si el plan de saneamiento exigido por la Justicia avanza o está sólo en un papel. La percepción de la Corte es que desde que se emplazó al Estado a limpiar el Riachuelo no hizo casi nada. [pág. 2]

[ 2 ]
Del Código de Planeamiento no se habla más 
Terminó la veda. Se puede volver a dar permisos de obra con certificación de AySA de que no hay riesgo de colapso de servicios. Pero el compromiso de cambiar el Código de Planeamiento de la dictadura no parece estar en el horizonte anterior a las elecciones porteñas. [pág. 6]
[ 3 ]
La ley de Bosques seguirá en el horno
Se había aprobado en general en Diputados y los legisladores oficialistas de las provincias del norte se habían unido para impedir su tratamiento en particular. El Ejecutivo cedió a la presión de Picolotti para incluirlo en las sesiones extraordinarias. Pero terminan el 1 de marzo y todo indica que la orden no escrita del gobierno es que nadie haga un esfuerzo especial para tratarla.[ pág.7]

[ 4 ]
Ahora, todos con el biodiesel
El gobierno promulgó un decreto de promoción del biodiesel. Todos dicen que será la salvación ante la crisis del petróleo y el cambio climático. Es el tema clave de la agenda de lobby del ambientalista ex futuro presidente de los Estados Unidos, Al Gore. Pero para muchos otros es la peor opción frente a otras energías alternativas. [pág. 8]

[ 5 ]
Las Pymes siguen el modelo ambiental de las grandes empresas
La subsecretaría Pyme convocó a una licitación de tasa subsidiada para créditos para producción limpia. Fue la licitación de mayor fracaso desde que se realizan este tipo de convocatorias, debido al desinterés de las Pymes. [pág.10]

[ 6 ]
Lectura obligatoria:  “Biocombustibles para los adictos al petróleo: ¿la cura peor que la enfermedad?”, Por Mae-Wan Ho [pág.12]

[ 1 ]   Riachuelo: la Corte citó al gobierno para ver si hizo los deberes
La palabra control no es de una utilidad muy frecuente en la realidad política argentina. El cumplimiento de las promesas o de los compromisos, tampoco. Por eso llamó la atención que la Corte Suprema de Justicia, erigida en autoridad ambiental ante la anunciada ausencia del ámbito correspondiente en el Poder Ejecutivo, convocara a una audiencia extraordinaria el próximo martes 20. Como dijo el propio presidente de la Corte, Ricardo Lorenzetti, en esa audiencia los gobiernos nacional, provincial y de la ciudad deberán informar qué medidas implementarán para sanear la cuenca Matanza-Riachuelo. "Es muy importante controlar las ejecuciones", aseguró

Lorenzetti no es sólo el presidente de la Corte. También es el juez que con más ahínco impulsó la inserción del Tribunal en el tema ambiental y quien empujó la decisión de dar lugar a la demanda de los nucleados en la Asociación de Vecinos de la Boca, quienes se presentaron ante la Corte hace ya un tiempo para denunciar que con la inacción del Estado respecto de la situación del Riachuelo se estaba violando el derecho constitucional a un ambiente sano. Lorenzetti también es el autor de una conclusión fenomenal, cuando tres escuchar el alegato defensivo de las grandes empresas que aseguraron –sin que se les moviera un pelo- que volcaban al río agua más limpia que la que tomaban de él, exclamó que “entonces, el Riachuelo se contaminó solo”.

A mediados del año pasado la Corte, a partir de la demanda de los vecinos conminó a 44 grandes empresas radicadas en la cuenca a que presentaran un estudio de impacto ambiental de su actividad y a que señalaran a través de declaraciones juradas la calidad del vuelco de efluentes al río. Además, la Corte ordenó al Estado nacional, provincial y municipal a que elaboren un plan de remediación del daño ambiental provocado. El Estado respondió, primero presentando un pobre plan de saneamiento (idéntico a todos los presentados anteriormente durante décadas). Y, segundo, en un avance notorio, promulgando una ley que instaura una autoridad de cuenca en el Matanza-Riachuelo y ubica su cabeza en la Secretaría de Medio Ambiente de la Nación.

Pero desde que se presentó aquel plan de saneamiento pasaron más de seis meses y la Corte husmea que puede quedar en el papel como los proyectos que lo precedieron. Por eso la convocatoria a la audiencia de este martes 20, que sorprendió a todos los miembros de los áreas ambientales de la Nación, la provincia de Buenos Aires y la Ciudad Autónoma. Tanto, que algunos en los alrededores del presidente Néstor Kirchner recordaron las repetidas actitudes de independencia de la Corte y la unieron con esta decisión inesperada. Los integrantes de la Asociación de Vecinos de la Boca, convertidos por antonomasia en los contralores del seguimiento de lo comprometido por el gobierno, aseguran que en el Ejecutivo trabajaron contra reloj en los últimos días para llegar al martes 20 con algo escrito, pues “estaban convencidos de que nadie los iba a controlar”.

"Nosotros lo que hicimos fue ordenar que presenten un plan, el Ejecutivo nacional, provincial y municipal lo presentaron (a mediados de 2006), y ese plan todavía no lo aprobamos", dijo Lorenzetti. La convocatoria, agregó, apunta a que los tres gobiernos "informen qué se ha hecho" de ese plan hasta el momento, porque es "importante controlar las ejecuciones".

Lorenzetti, además, le recordó al Estado para qué está la Corte en casos como éste. "Cualquier ciudadano, cualquiera sea su posición social, tiene derecho a pedir por sí mismo y también por los bienes públicos, porque la Argentina tienen que preservar los bienes comunes", explicó, fundamentando una vez más la pertinencia (cuestionada desde el Poder Ejecutivo) de la participación de la Justicia en casos flagrantes de violación de los derechos ambientales.

Cerca de la Corte cuentan que los jueces –y, en particular Lorenzetti y su aliado en esta causa, Carlos Fayt- están ciertamente disconformes con dos cuestiones. Por un lado, la calidad del proyecto de saneamiento presentado por la secretaria de Medio Ambiente, Romina Picolotti. Dicen que el plan presentado en septiembre último por la secretaria de Medio Ambiente sólo señala que en "cinco años" se ampliará la red de agua a los 14 distritos comprendidos por la cuenca Matanza-Riachuelo y en 15 años más de dos millones de vecinos contarán con cloacas de pleno abastecimiento. Y, naturalmente, se considera que es bastante poco ambicioso como programa de saneamiento de la cuenca más contaminada de América latina. Por otro lado, como se dijo, creen que los empresarios están más que tranquilos con la actitud mostrada por el Poder Ejecutivo y, por eso, consideran que es necesario sacudirles la modorra señalándoles que la Justicia está dispuesta a romper con el juego de promesas y connivencia establecido alrededor del Riachuelo desde hace décadas.

En esa dirección, la Corte consideró de un profundo oportunismo (lo mismo, dicen, pensó Picolotti) que en el mismo momento en que se conocía la audiencia del martes 20, la secretaria de Política Ambiental de la provincia de Buenos Aires, Silvia Suárez Arocena, difundiera como nueva e importante noticia que “sacarán siete empresas del Polo Petroquímico”. 

En realidad, el anuncio lo había hecho la propia Picolotti hace cinco meses, y sufrió el mismo cuestionamiento que su colega provincial: ninguna de esas empresas produce allí, y se trata principalmente de depósitos de productos químicos cuya salida no resuelve el tema del vuelco de efluentes a la cuenca. Simplemente, y aunque no es poco no es determinante, quita de un sitio altamente poblado un riesgo alto de accidentes.

Como documento, les acercamos a continuación, la presentación de los vecinos de la Boca ante la Corte, en su alegato de defensa de la demanda presentada.


[image: image1]Señores Jueces: Comparezco ante Vuestras Excelencias en carácter de Presidente de Asociación de Vecinos La Boca, para fundamentar con mi experiencia de vida, el petitorio que presentamos con otras organizaciones no gubernamentales.

Conozco como el que más, esta dramática vergüenza nacional que es la Cuenca Matanza Riachuelo, porque la padezco en carne propia y desde siempre, junto con familiares, amigos y vecinos.

Por ello, reconforta ver a esta Corte Suprema, preocupada por nuestra salud, como quedó reflejado con su intervención en la causa.

Este desastre no fue creado por una catástrofe natural. Ha sido originado, se mantiene y empeora por la conducta temeraria de personas que profitan con actividades que causan daño ambiental y deterioran nuestra vida.

Al producir bienes desaprensivamente y ofrecer deficientes servicios públicos, han acrecentado sus ganancias, debido a "externalidades negativas”, que se originan al socializar sus pasivos ambientales. Lanzan impunemente al suelo, al río y a la atmósfera, sus desechos sólidos, sus efluentes líquidos, sus gases pestilentes y tóxicos, ante la impotencia ciudadana y bajo la mirada tolerante de la autoridad pública, que reconoce también la existencia de 140 basurales a cielo abierto, como la descarga al río de residuos domiciliarios originados en los barrios más carenciados donde no se recolecta la basura, y un polo petroquímico que además de su poder contaminante, configura una latente amenaza de deflagración, con capacidad para cambiar la geografía de Buenos Aires vía exterminio.

Es una situación real que existe a 30 cuadras de Plaza de Mayo y apenas 50 cuadras de este Tribunal. Resulta atrayente la emoción de muchos, ante situaciones parecidas en lugares remotos del planeta, pero es paradojal la tibieza frente a lo que sufrimos en esta ciudad. La Nación Argentina se ha conmovido fuertemente por un grave riesgo de daño ambiental que se puede producir sobre el Río Uruguay, en defensa de ese interés se recurrió a la Corte Internacional de Justicia por primera vez en nuestra historia, pero nos costó mucho, revertir cierto desinterés ante lo que nos ocurre desde hace más de100 años en la Cuenca Matanza Riachuelo, nos costó mucho Señores Ministros, arrancar esa resignación complaciente que anestesiaba sentimientos y embotaba la razón.

Esta cuenca con cinco millones de habitantes, según INDEC, en 2013 podría alojar al 14 por ciento de nuestra población nacional total. Esa población futura, son los niños y jóvenes de hoy, que cada día tienen conciencia más clara del abandono en que se encuentran por la desidia y descuido de funcionarios públicos nacionales, provinciales y municipales, quienes viven en los lugares más agradables de Buenos Aires.

Nuestra demanda receptada por Vuestras Excelencias el 30 de agosto, pide decisiones de fondo para proteger el patrimonio natural, recomponer el daño causado, y también solicita medidas cautelares que se requieren con la mayor urgencia por la gravedad de la situación. Yo quiero reiterar aquí nuestro petitorio, y detenerme en aspectos que son principales para nuestra Asociación: la suspensión de los vertidos, las emisiones; y la atención prioritaria de la salud pública. Los cinco años mencionados ante esta corte es un plazo demasiado largo para quienes estamos sumergidos en esta aberración. También es un plazo demasiado largo para un río agónico y para las criaturas intoxicadas por los líquidos, gases y metales emponzoñados. La Cuenca no tiene capacidad para recibir un solo día más de vertidos contaminados. Estos al llegar al lecho, producen tal demanda de oxígeno que han agotado totalmente la vida que otrora existió. Los vuelcos cloacales, de los que solo son tratados previamente el 5%, superan en una vez y media el caudal normal del río, ello sin contar los vuelcos industriales que contienen productos químicos, residuos minerales y elementos biológicos, principalmente de la industria de la alimentación. Este cuadro se agrava con las sudestadas que inundan las zonas más bajas y carenciadas.

Señoras y Señores Ministros de la Corte Suprema de Justicia, en este río no hay agua, lo que tenemos es un caldo tóxico de detritos humanos e industriales, producto de la sistemática y sostenida violación de normativas de protección ambiental, muchas de ellas de carácter penal, que jamás han sido aplicadas a pesar de su evidente y flagrante incumplimiento. Detritos que ya nos está aniquilando el Río de La Plata, principal proveedor de agua potable para muchos millones de ciudadanos.

No se puede esperar cinco años para los primeros signos de una mejoría, por ello es preciso que Vuestras Excelencias proscriban para siempre los actuales vertidos, y manden que en un plazo corto y cierto, sólo se puedan verter al río efluentes racionalmente tratados. Que la responsabilidad social empresaria se haga realidad. No es posible acrecentar las ganancias de algunos a costa de la contaminación que muchos sufrimos. Nuestras muertes no deben financiar la vida de las empresas.

La gente intoxicada y con distintas patologías, tampoco pueden esperar plazos medianos ni cortos. Nuestra Asociación criticó oportunamente la expresión de un ministro de este Gobierno Nacional quien desestimó la urgente necesidad de hacer estudios clínicos y epidemiológicos, atento que en su opinión, los vecinos de la cuenca ya están intoxicados. ...”No quería gastar pólvora en chimangos”

Se requieren inmediatas medidas para detectar al enfermo, proveerles tratamiento, y sacarlos del lugar para que no se sigan contaminando. Si realmente el poder toma conciencia de la catástrofe, comprenderá que está obligado a dar soluciones inmediatas, empezando por los casos más urgentes y peligrosos. En cinco años muchos de los que hoy requieren atención, no la necesitarán por haber concluido su paso por este mundo, otros habrán llegado a situaciones de deterioro irreversible, con sus capacidades menguadas e impedidos de alcanzar el porvenir que la Constitución Nacional manda preservar para las generaciones futuras.

Señoras y Señores Ministros de la Excma. Corte, no podemos permitir otro resultado que no sea una solución definitivamente exitosa, que consolide el bien común. Controlemos a los controladores, venimos ejercitando una experiencia piloto desde la Defensoría del Pueblo de la Nación que quisiéramos capitalizar hacia adelante como unidad de control social, pero de manera vinculante y no meramente consultiva, no queremos ser figurita decorativa. Necesitamos un control de gestión que nos permita monitorear el plan, debemos socializar la información, garantizar la transparencia, generar un marco normativo constitucional que trascienda cualquier administración de gobierno y nos garantice la eficiencia.

Alfredo Alberti
Asociación de Vecinos La Boca

[ 2 ]
Del Código de Planeamiento no se habla más 

Terminó la veda de noventa días impuesta para el otorgamiento de nuevos permisos de construcción en seis barrios porteños, medida que había tomado el gobierno de la Ciudad a partir de la presumible avalancha de recursos de amparo de parte de jueces que interpretaban que podía producirse un colapso con los servicios urbanos.

Al tomar aquella decisión, el gobierno de la Ciudad anunciaba que se levantaría esa veda simultáneamente con la puesta en vigor de un nuevo Código de Edificación que reemplazara al que está vigente desde que lo promulgó el intendente de la dictadura Osvaldo Cacciatore. Sin embargo, y tomando como dato espinoso sólo el pronunciamiento de los jueces respecto de que pudiera ponerse en riesgo el servicio de aguas o cloacas, el gobierno de la Ciudad levantó la veda con apenas dos restricciones a futuro: que en cinco barrios las nuevas construcciones deberán presentar un certificado de “no colapso” por parte de AySA y que la demanda de estudio de impacto ambiental se reduce de 10.000 a cinco mil metros cuadrados de construcción. Simultáneamente, pero sólo para cubrir la apariencia de cumplimiento de aquella promesa, el gobierno porteño envió un proyecto de nuevo Plan Urbano Ambiental que nadie sabe si alguna vez se va a tratar.  Parece difícil obviamente antes de las elecciones.
En los papeles puede aparecer como una derrota conceptual del gobierno porteño y, principalmente, de su ministro de Obras Públicas, Juan Pablo Schiavi. Ocurre que Schiavi, cuando los vecinos de Caballito protestaban –antes de que se produjeran los fallos dando lugar a los recursos de amparo- negaba que hubiera cualquier complicación con los servicios de agua o cloacas debido a la proliferación de las torres en barrios acostumbrados a casas bajas y, por ende, a una presión inmobiliaria infinitamente menor. Pero ante los recursos de amparo, llamaron a AySA y la empresa de aguas y cloacas del área metropolitana debió decirles la verdad: hay restricciones en casi todos los barrios en los que está en auge el boom de la construcción. En cualquier país normal, para poner sobre la vereda semejantes edificaciones (en las que vivirán un par de miles de personas en cada una de ellas) primero se exige la presentación de un certificado que demuestre que los servicios básicos podrán ser brindados. En Argentina, donde prevalece la patria constructora es al revés: primero se construye y después se ve a quién se perjudica para que ese enorme barrio vertical de lujo de 2500 dólares el metro cuadrado tenga agua y cloaca. Así, se presume, debía pensar Schiavi antes de los recursos de amparo que obligaron a la veda.

No obstante, pese a que ahora existirá como restricción la presentación de un “certificado de aptitud” de parte de AySA para cada una de estas torres, elemento central que movilizó a la gente de Caballito primero, y de otros barrios, después, no está siendo considerado en el levantamiento de la suspensión: el impacto social que implica el cambio de fisonomía barrial que impone este boom de la construcción. Sigue sin haber ningún tipo de control en ese sentido, pues sigue vigente el Código de Planeamiento de la dictadura que hace prevalecer la voracidad de la patria constructora por sobre cualquier intención vecinal de determinar las características del lugar en el que viven.

De hecho, las medidas con las que el gobierno porteño salió de la veda fueron cuestionadas por vecinos, quienes señalaron que no ofrecen "ninguna garantía" sobre la posible construcción "aceptada" de las torres. Mario Oyvin, integrante de la Asociación SOS Caballito, quien promovió el primer recurso de amparo que detuvo los permisos de obra en 16 manzanas de Caballito, dijo que con las medidas anunciadas se pone el acento en la provisión de agua para esos nuevos edificios, pero no en la "fisonomía" de los barrios. "Para que estos edificios puedan construirse, se deber pedir una autorización a Aysa, para ver si hay factibilidad de aguas y cloacas. Si en 30 días esta empresa no dice que no, se considera como un sí, y esto no nos da ninguna garantía", manifestó Oyvin.

"El Gobierno de la Ciudad plantea que el problema central está en el servicio de Aysa, y nosotros decimos que hay un colapso en todos los servicios públicos, como el abastecimiento de energía eléctrica, que es calamitoso. Y por otro lado lo que estamos reivindicando es la fisonomía del barrio". 

Los vecinos dicen que la Constitución de la Ciudad, que habla del derecho a un ambiente sano y obliga a detener cualquier acción que promueva potencialmente un daño ambiental, los ampara. 

El gobierno porteño, y parece que también la oposición que nada tuvo para decir en esta historia, no interpretan lo mismo. 

[ 3 ]
La ley de Bosques seguirá en el horno

Algunos dicen que sólo para satisfacer a Romina Picolotti, quien fuera corrida del tema papeleras y se quedó con poca cosa para reivindicar en su gestión, el gobierno envió al Congreso la ley de Bosques para que se tratara en particular en las sesiones extraordinarias. La Ley, recordemos, había sido aprobada en general a fines del año pasado, y padeció un enorme lobby de las provincias boscosas del norte del país para que se evitara su tratamiento en particular y obtuviera media sanción en Diputados. 

Picolotti escribió en un par de lugares que la ley de Bosques era prioritaria para evitar una consecuencia explícita de la política agraria del gobierno: la proliferación incontrolada de soja empuja a obtener nuevas extensiones de tierra, las que se obtienen ampliando la frontera agropecuaria. El resultado es una pérdida neta de un cuarto de millón de hectáreas por año de bosques nativos, lo que implica la peor tasa de deforestación de los últimos cien años de la historia argentina.

Picolotti, acompañada en esta historia al menos conceptualmente por  Greenpeace, empujó que el gobierno incluyera en las extraordinarias la ley que había sido elaborada en los despachos de Miguel Bonasso, titular de la comisión de Recursos Naturales de la cámara baja. Simultáneamente, y tras una inédita campaña de prensa que tuvo a Clarín (mejor dicho a la revista Viva como involuntario sponsor), creció la historia de la población de Algarrobal Viejo como ícono de las consecuencias no deseadas de la deforestación. El mismo diario que promueve la plantación de soja hasta en los balcones, puso de moda los pobladores de ese pueblito santiagueño que desaparecerá si dan el permiso de tala de los bosques en los que está inmerso.

Greenpeace aprovechó la movida y llevó a mujeres del norte argentino a la casa de Kirchner en Calafate, para que le pidieran que cuide la “casa” en la que viven sus familias (el bosque) igual que el presidente supuestamente protege la propia.

Las mujeres, luego, bautizadas como “Madres del Monte” llegaron al despacho del ministro de Interior, Aníbal Fernández, quien las recibió por gestión del subsecretario de Política Ambiental, Bruno Carpinetti. Fernández se comprometió a acompañarlas, lo que fue interpretado como un nuevo aval a la ley cuyo tratamiento en sesiones extraordinarias promovió Picolotti.

Sin embargo, desde el propio Poder Ejecutivo, aclaran en voz baja que si bien cumplieron con la secretaria de Medio Ambiente enviando la ley a extraordinarias, nadie va a presionar sobre los diputados oficialistas de las provincias del norte para que la voten y, ni siquiera, para que efectivamente la traten.

Si alguien imagina que se exigirá obediencia partidaria como en casi todas las demás leyes que envía el presidente Kirchner al Congreso, se equivoca.

Más aún, circula la versión de que el enojo de los legisladores norteños del Frente para la Victoria (que argumentan que la ley de Bosques pondrá en quiebra a toda la industria maderera), creció hasta tal punto con el envío de la ley a extraordinarias que harán lo imposible para que se pudra en un cajón. Y si, milagrosamente, le ley atraviesa Diputados, dicen que allí están los senadores para garantizar que el proyecto de Bonasso alentado por Picolotti quede sólo en los archivos.

[ 4 ]
Ahora, todos con el biodiesel
Lo que sigue fue publicado en blog “Comunicación ambiental” a partir de la reglamentación de la ley de promoción de la producción y uso de biocombustibles. Está claro, aseguran muchos, que se trata más de marketing que de solución energética y que favorece a un sector muy beneficiado en la Argentina de estos años: el productor sojero. Simultáneamente, hay cada vez más dudas de que el biodiesel sea la solución al calentamiento global o, al menos, hay certeza que frente a otras opciones como la energía eólica o solar, su impacto positivo es casi insignificante. Pero la sensación (o el dato) es que la moda viene de la mano de la impresionante presión de Al Gore, el ex vicepresidente de los Estados Unidos y actual militante contra el cambio climático. De hecho, vendrá a la Argentina en mayo invitado por una fundación para hablar en el marco de una conferencia sobre biocombustibles. Se le atribuye ser el ariete del poderoso lobby agrícola estadounidense, enfrentado con el cartel del petróleo texano que comanda la familia Bush.
Biocombustibles: ¿una energía alternativa ambiental? 


El presidente Kirchner reglamentó por decreto la ley que promueve la producción de biocombustibles. En un año electoral, la medida intenta amigar al gobierno con el sector agrario, acoplar la gestión a una imagen más ambientalista y brindar soluciones a la ajustada matriz energética nacional. Sin embargo, para los más críticos la ley tiene graves vacíos que vulneran la soberanía alimentaria, los bosques nativos y los pequeños productores rurales.

La reglamentación de la ley 26.093 dio luz verde para incentivar la producción de biodiesel y etanol. Según la misma norma, en 2010 estos combustibles derivados de materia orgánica (animal o vegetal) deberán integrar por lo menos el 5% de la nafta y el gasoil que se expenda en el país. De este modo se logrará disminuir la dependencia de los combustibles fósiles y aminorar, en cierto modo, las emisiones de gases de efecto invernadero.

El diario La Nación estimó que el decreto atraería a más de U$D 1.500 millones en inversiones durante los próximos años. No es para menos ya que implica la exención de tributos al combustible, la excepción del impuesto a la ganancia mínima presunta por 3 años, la amortización acelerada de bienes de uso, la devolución anticipada del IVA y otros beneficios.

Los cultivos de soja, maíz, girasol, sorgo y caña de azúcar tendrán entonces otro gran destino rentable además de la industria alimenticia. Asimismo, el Ministerio de Economía fomentará el cultivo del cáñamo y el tártago, "por ser cultivos de costo menor a los commodities tradicionales", adelantó Julio De Vido.

El Ministro de Planificación destacó también que "esta ley nos permitirá abrir nuestra matriz energética que era un problema en 2003", afectada por el paulatino aumento del precio del barril de petróleo a nivel mundial y el agotamiento de las reservas nacionales de crudo.

En materia laboral, la Asociación Argentina de Biocombustibles e Hidrógeno (AABH) avisoró la creación de 70.000 puestos de trabajo directos e indirectos. Su presidente, Héctor Huergo, "apadrina" la línea editorial del portal Especial Universia Biocombustibles que brinda información atinente desde el campo de la investigación, la universidad, el mundo de las finanzas, el cuidado del ambiente, los agronegocios, etc.

Hasta aquí, la ley parece prometer sólo buenos augurios. Sin embargo, voces críticas sostienen que la propuesta evade resolver cuestiones de fondo, atentando contra el desarrollo sustentable.

El portal entrerriano El Norte Digital publicó “La trampa de los biocombustibles”. Pablo Ramos, autor del artículo, sostiene que "el estímulo a la producción de los biocombustibles significa más deforestación, más modelo agroexportador, más monocultivo, más agronegocios y más efecto invernadero".

Su postura se cimenta en interrogantes que siguen insatisfechos: "¿se va avanzar sobre la superficie ya dedicada a la alimentación para producir biocombustibles? ¿O se va a producir sobre las selvas y demás reservas forestales? [...] ¿Todo esto no va a generar más calentamiento global?".

Una nota del The Wall Street Journal traducida en Eco2site asevera que "aumentar la producción de combustibles provenientes de la agricultura, como el etanol, tensionará aún más los recursos de agua y tierra en todo el mundo". De allí la necesidad de planificar evaluando el impacto ambiental y también social de la ampliación del territorio cultivado.

Además, el valor de estos commodities en cuestión está sujeto a variables climáticas (cada vez más agrestes debido al cambio climático), cuestiones políticas y reglas del mercado global. En el panorama actual, "el precio podría caer a valores donde no sería rentable producir [biocombustibles], o por el contrario, podría ser tan alto que nadie quisiera producir para la alimentación", explicó Ramos, encareciendo los alimentos y perjudicando así a los más pobres.

Por otro lado, los biocombustibles sólo serán útiles con el acuerdo de las refinerías y distribuidoras de nafta y gasoil, manejadas en nuestro país por grandes capitales transnacionales. Los pequeños productores agrícolas vislumbran pocas chances de negociación a menos que se organicen en colectivo y/o tengan el amparo de un organismo democrático activo.

Los incentivos económico-financieros son, desde esta perspectiva, apenas un paso hacia el desarrollo sustentable. La paulatina sustitución de fuentes de energía contaminantes debe estar acompañada por una política de ahorro y eficiencia, y una conciencia ambiental que proteja los intereses comunes de las generaciones presente y futuras.

Tal vez, el "combustible del futuro" sea solo una opción que recicle productos residuales de la agricultura, mientras se desarrollan las verdaderas fuentes alternativas como la eólica y la solar.

[ 5 ]
Las Pymes siguen el modelo ambiental de las grandes empresas

Una cosa son los anuncios y otra cosa es la concreción de los mismos. El gobierno puede decir, como dijo, que existe una amplia preocupación por la reconversión a favor de una producción ambientalmente sustentable de las pymes argentinas que empiezan a salir de la crisis. Y presenta para eso, un programa en el que intervienen la subsecretaría Pyme y la secretaría de Medio Ambiente para promover financiación a planes de producción limpia. El anuncio siempre es positivo y bienvenido. El asunto es que los resultados pocas veces se analizan.

Como parte de su posicionamiento en medio de la moda ambiental, el subsecretario Pyme, el felicista Matías Kulfas, promovió un plan de créditos a tasa bonificada para programas ambientales en Pymes. Cuenta la leyenda que su colega ambiental, Romina Picolotti, debió subirse al anuncio hecho a finales del año pasado, con todo su disgusto por no coincidir con la metodología ni los propósitos técnicos y políticos de Kulfas. Pero como el medio ambiente había sido declarado política de Estado y todos hicieron marketing con eso, a Picolotti no le quedó mucho más remedio que compartir el escenario con el subsecretario Pyme.

Pasó el tiempo, y llegó la información del Ministerio de Economía –de donde depende la subsecretaría Pyme- respecto del resultado de la licitación de los cupos de crédito bancarios a tasa bonificada. La metodología es usada desde hace varias gestiones por el área Pyme del gobierno: se ofrece un monto a bonificar de la tasa y los bancos se presentan y licitan el monto que capturarán para ubicar en el mercado de la pequeña y mediana empresa. Se ha hecho con direccionamiento a créditos de innovación tecnológica, para compra de bienes o, como en este caso, para reconversión a una producción menos contaminante.

La subsecretaría Pyme informó que se adjudicaron 57,5 millones de pesos en créditos a pymes para producción limpia. El texto del comunicado dice que “este nuevo llamado del Programa de Bonificación de Tasas de Interés de la SEPYME dará financiamiento para la compras de Bienes de Capital Nuevos de Origen Nacional que tengan por objeto optimizar, transformar o reconvertir procesos productivos que tiendan al logro de una mejora en el desempeño medioambiental de las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas de la Argentina. Las pymes que accedan a estos créditos estarán pagando una tasa de interés final entre el 5.25% y el 9% anual, fija y en pesos, debido al beneficio que otorga la SEPYME en bonificar un porcentaje de entre el 25% y 50% de la tasa ofertada por las entidades bancarias adjudicadas. Ya que las provincias de menor desarrollo productivo obtienen una mayor bonificación. En este llamado se presentaron 9 Bancos, tanto privados como públicos. A su vez, cabe resaltar la participación de instituciones bancarias del interior del país. Las entidades bancarias tendrán un plazo de colocación del cupo de 12 meses, a partir de la publicación en el Boletín Oficial de la disposición de la adjudicación”.

Lo que no dice el comunicado es que fue la peor licitación de bonificación de tasas de que se tenga memoria. Que se habían destinado 200 millones de pesos y que sólo pudieron adjudicarse los consabidos 57,5 millones debido a que no hubo ofertas. Los bancos no mostraron interés alguno y, cuando se les consultó el motivo, dijeron simplemente que las pymes no entienden que invertir en medio ambiente les mejorará alguna ecuación y que tienen el parámetro de las grandes empresas que gozan del beneficio de la ausencia de controles ambientales por parte del Estado. En ese contexto, a diferencia del que se conformaría si hubiera promoción real y controles estatales respecto del medio ambiente, reconvertir una pyme a producción limpia no es una inversión sino un gasto. Y encima, superfluo.

[ 6 ]
Lectura obligatoria:  “Biocombustibles para los adictos al petróleo: ¿la cura peor que la enfermedad?”, Por Mae-Wan Ho(*)
El bioetanol y biosiesel, provenientes de la energía generada por cultivos agrícolas, ocupan tierra de cultivos alimenticios y producen menos energía que la usada para producirla; también afectan el medio ambiente y causan desastres económicos. 

"Debemos acabar con la adicción al petróleo”, dijo George W. Bush en su último mensaje a la Nación, pero no estaba pidiendo a la población que dejen de usar carros o que usen menos petróleo. Al contrario, lanzó la “Iniciativa de Energías Avanzadas” a través de la cual se aumentará el presupuesto federal en un 22%, por las investigaciones en tecnologías de energía limpias; esto incluye los biocombustibles derivados de plantas y sustitutos de petróleo para alimentar los automóviles. 

 Los sucesivos presidentes de los Estados Unidos han promovido el etanol de maíz como un aditivo energético subsidiado. El Presidente Bush dijo a los científicos que ahora deben trabajar en cómo hacer etanol a partir de chips de madera, tallos o pasto “práctico y competitivo en los próximos 6 años”, y que reemplazarán más del 70% de importaciones de crudo desde “lugares inestables en le mundo” - Oriente Medio - hacia el año 2025. 

Actualmente, el 60% del petróleo consumido en Estados Unidos es importado, con un incremento más del 53% más desde que George W. Bush llegó al poder. 

Las mayores trabas para la masificación de estos productos, son la disponibilidad de tierras para cultivar las plantas, la tasa de producción de cultivo y la eficiencia en la conversión energética, aunque lo económico también tiene su cuota. 

Cultivar plantas para quemarlas - como biomasa - puede ser la forma más barata de biocombustible, tanto en términos de energía como económicos, ya que requiere de un mínimo de procesamiento luego de la cosecha. 

Los científicos del Tecnológico de Virginia, David Parrish y John Fike, han estudiado la agrobiología del “pasto varilla” o “pasto aguja” (Panicum virgatum) -conocido en inglés como switchgrass-, el más investigado y aceptado de los cultivos para energía. Este pasto es perenne y nativo de Norteamérica y ha sido extensamente cultivado para forraje desde la conquista de América. Es muy prolífico, no requiere de mucho Nitrógeno como fertilizante y es considerado el más sustentable, o al menos el que tiene menos impacto ambiental para producir biocombustibles. Pero el estudio concluye que “aún con los máximos resultados, estos sistemas pueden no proveer la misma energía que generan los combustibles fósiles”. 

La sustitución del carbón con switchgrass se estima que permitirá la reducción de cerca de 1,7 ton CO2 por tonelada de switchgrass utilizada. 

Los precios que los cultivadores reciben por la biomasa deben ser lo suficientemente favorables. Así, se calcula que cerca de 8 millones de hectáreas podrían estar cultivadas si el precio alcanzara los $USD 33 por Ton en finca, incrementándose a cerca de 17 millones de Ha. con un precio de $44 por Ton. El precio de mercado pagó por biomasa de chips de madera en Virginia en 2004, un promedio de $33 por Ton entregada, y el precio de heno (de todo tipo) de cerca de $95 por Ton. 

Un estimado ubica el costo de switchgrass en $63 por Ton. Si se añade el costo del procesamiento, como el prensado, el enrollamiento mecanizado puede hace que se eleve el costo de producción a cerca de $83 por Ton. Una tonelada de switchgrass produce 17-18 GJ de energía al quemarse, comparada con 27-30 GJ del carbón; y los costos del carbón son de $55 por Ton. 

El pasto switchgrass para energía no es económicamente competitivo, a menos que haya un subsidio sustancial para su cultivo. Lo mismo se aplicaría, para la mayoría de otros cultivos para energía. 

David Pimentel, profesor de la Universidad de Cornell en Nueva York y Tad Patzek, profesor de ingeniería química en la Universidad de Berkeley en California, estudiaron el balance energético y económico de producir biomasa, etanol o biodiesel a partir de maíz, switchgrass, madera, soya y girasol, usando el análisis, generalmente aceptado, del ciclo de vida. Aunque hay mucha controversia sobre el balance de energía del etanol y biodiesel, el balance energético de la biomasa por cosecha es generalmente menos sujeto a disputas, por lo que es un buen punto de inicio para el debate (ver Tabla 1). 

Como puede verse, switchgrass no tiene la proporción insumo/producto más favorable, siendo de 14,52, seguido por el trigo con 12,88, y la semilla de colza con 9,21, si se incluye la paja. Sin embargo, el switchgrass es la más prometedora de los cultivos de bioenergía, guste o no, como biomasa para la quema o para hacer otros combustibles derivados, como el etanol. 

Un rápido cálculo muestra que aunque todas las fincas de los Estados Unidos fuesen convertidos en productoras de pasto switchgrass, no producirían suficiente etanol para abastecer el consumo actual de combustibles fósiles. 

El pasto switchgrass tarda varios años en madurar, la cosecha puede ir desde un rango de 0 - pérdida completa-, hasta obtener 20 Ton o más por hectárea, dependiendo de la cantidad de lluvias. Una cosecha de 15 Ton/ha es considerada Buena y puede proveer cerca de 250 GJ/ha de energía química bruta al año. Si esta energía es convertida con un 70% de eficiencia, en electricidad, etanol, metanol etc., podría tomar al menos 460 millones de hectáreas para producir los 80EJ (ExaJoule = 1018J) de energía fósil usada en los Estados Unidos cada año. Todas las fincas de Estados Unidos tienen un total de tierras de 380 millones de hectáreas, de las cuales 175 millones se destinan a áreas de cultivo y cosecha. 

Claramente, los cultivos bioenergéticos son una mala opción, y muchos pueden ser obsoletos como el etanol, que aunque ahora se puede hacer a partir de chips de madera, residuos de las cosechas u otros desechos industriales, aún así, es insustentable. 

TABLA 1. BALANCE ENERGÉTICO PARA BIOMASA DE LOS PRINCIPALES CULTIVOS 

	Cultivo 
	Cosecha (Ton/ha) 
	Entrada de Energía (GJ) 
	Salida de Energía (Biomasa) (GJ) 
	(Entrada/Salida) 

	Maíz 
	8.655 
	33.978 
	130.459 
	3.84 

	Switchgrass 
	10.000 
	11.535 
	167.480 
	14.52 

	Soya 
	2.668 
	15.685 
	40.216 
	2.56 

	Girasol 
	1.500 
	25.620 
	19.470 
	0.76 

	Colza 
	4.080(a) 
	12.159 
	54.346 
	4.47 

	  
	8.080(b) 
	12.417 
	114.346 
	9.21 

	Trigo 
	8.960(a) 
	12.562 
	74.189 
	5.91 

	  
	15.460(b) 
	13.328 
	171.689 
	12.88 


(a) solo grano, (b) grano y paja 

Hay un gran debate sobre el balance de energía para hacer etanol o biodiesel de cultivos bioenergéticos. Los resultados de David Pimentel y Tad Patzek sostienen que el balance de energía de todos los cultivos, con los métodos de procesamiento actuales, se gasta más energía fósil para producir el equivalente energético en biocombustible. 

Así, por cada unidad de energía gastada en energía fósil, el retorno es 0,778 de energía de metanol de maíz; 0,688 unidades en etanol de switchgrass; 0,636 unidades de etanol de madera y el peor de los casos, 0,534 unidades de biodiesel de soja. 

Su estudio ha provocado una respuesta fuerte de varios departamentos del gobierno de los Estados Unidos, acusando a Pimentel y Patzek de usar fórmulas obsoletas o de no contar la energía contenida en subproductos como el seedcake (residuos que quedan luego de que el combustible ha sido extraído) que puede ser utilizado como alimento de animales, pero si incluyen en sus cálculos la energía necesaria para construir las plantas procesadores, la maquinaria agrícola, y el trabajo, que no se suele incorporar en este tipo de análisis. 

Por su parte, Pimentel y Patzek, junto con muchos otros científicos, como la autora de este artículo, son críticos de las estimaciones que dan un balance positivo de energía precisamente porque ellos dejan de lado toda esta inversión en energía que fue necesaria para obtener el cultivo. De hecho, ni Pimentel, Patzek, ni sus críticos han incluido los costos del tratamiento de desperdicio y desechos, o los impactos ambientales de los cultivos bioenergéticos intensivos como la pérdida de suelos y la contaminación ambiental por el uso de fertilizantes o plaguicidas. 

El aporte de energía de los productos asociados, de acuerdo con la composición de sus semillas, parece ser excepcional. Por ejemplo, solo el 18% de la soya es aceite que sirve para biodiesel, mientras que la diferencia es pasta de soya que sirve como alimento animal. Sin embargo, como el seedcake es producido casi al mismo tiempo que se necesita para extraer el combustible, una simple contabilidad atribuirá el 82% de la energía necesaria para generar biodiesel - que es considerable - para alimentación animal. 

Para mayor seguridad, un nuevo estudio que compara 6 estimaciones del balance energético en la obtención de etanol encontró, que “los cálculos de energía neta son más sensibles con la asignación de subproductos” 

 Los análisis, llevados a cabo por los investigadores de la Universidad de Berkeley en California, y publicados por la revista Science en enero del 2006, y que toman en cuenta los cálculos de Pimentel y Patzek, desarrollaron un “modelo” que les permitió comparar los datos y supuestos de todas las estimaciones. Se destaca el balance energético negativo obtenido por Pimentel y Patzek, por que incluye la energía usada para la construcción y funcionamiento de las plantas procesadoras, la maquinaria agrícola, y el trabajo; y no tanto por darle créditos a los subproductos. 

Sin embargo, retirando estos factores “inconmensurables”, el balance energético positivo resulta muy modesto (de a penas 3Mj/litro a 8Mj/litro de etanol) lo que significa 1,13 a 1,34 en la relación entrada/salida (hay 23,4 MJ en un litro de etanol), mientras la reducción de emisiones de gases con efecto invernadero es de cerca del 13%. 

Los investigadores desarrollaron además una manera de presentar el balance energético considerando la entrada de energía de petróleo - expresada como 

MJ petróleo / MJ etanol – que es una fórmula desorientadora. Esencialmente añade 100% de créditos de energía al etanol, puesto que presume que el etanol sustituye en un 100% el uso de energía fósil. 

Los científicos entonces usaron los “mejores datos” de los seis análisis para “crear” tres casos existentes con sus respectivos modelos, todos estos hipotéticos: Ethanol Today, que alega incluir los típicos valores para la actual industria de etanol de maíz; CO2 Intensive, basada en los planes de enviar maíz de Nebraska a una planta de etanol 24 generada por lignita, en el Norte de Dakota; y, Cellulosic, que asume que la producción de etanol de celulosa de pasto switchgrass es rentable, y que admiten buenas “estimaciones preliminares de una tecnología que evoluciona rápidamente”. 

Para los tres casos, los científicos encontraron un balance positivo de energía: 

23 MJ/litros de etanol para Cellulosic (muy significativo), 5 MJ/litros para Etanol Today, y 1,2 MJ/litros para CO2 Intensive; los radios de entrada/salida correspondientes de energía (MJ petróleo / MJ etanol) fueron de 1,98, 1,21, y 1,05 respectivamente. 

Cellulosices claramente el ganador en término de balance energético, y con un buen punto en cuanto a ahorro de emisiones gases con efecto invernadero, que es del 89%. Los valores correspondientes a Ethanol Today y CO2 Intensive son del 17% y 2%, respectivamente. 

Estos análisis muestran que los actuales métodos de producción, representados por Ethanol Today y CO2 Intensive, ofrecen solo un pequeño balance energético y un escaso ahorro de gases, aún cuando parezcan presentar presunciones favorables a ellos. 

EL etanol constituye el 99% de todos los biocombustibles en los Estados Unidos; 3.400 millones de galones de etanol se produjeron en el 2004 y usados como gasolina, representando el 2% en cuanto a volumen y al 1,3 con respecto a su contenido energético. 

Se prevé que el uso de etanol crecerá debido al crédito impositivo de $0,51 por galón de etanol que ha dictado el gobierno federal de EE UU, y por el mandato de alcanzar 7500 millones de galones de “combustibles renovables” que serán usados como gasolina hacia el 2012, según se incluye en la reciente Ley de Política Energética. 

Pero Pimentel y Patzek han mostrado no solo que el retorno de energía es sustancialmente negativo, sino que en términos económicos es aún peor. 

Cerca del 50% del costo de producción de etanol es para maíz mismo, como insumo ($0,28/litro). El etanol cuesta bastante más que lo que se paga por él en el mercado, y sin los subsidios estatales y federales, de cerca de 3.000 millones al año, la producción de etanol en los Estados Unidos terminaría. 

El Senador McCain informa que el total de subsidios para etanol es de cerca de $0,79/litro. Si se añade los costos de producción saldría un valor total de cerca de $1,24/litro. El etanol tiene tan solo un 66% de energía contenida con relación al de la gasolina, comparando el costo actual. Entonces el etanol cuesta $1,88/litro, o $7,12 por galón equivalente de gasolina, comparado con el costo actual de producir gasolina que es de $0,33/litro. 

Los subsidios federales y estatales para la producción de etanol de $0,79/litro, principalmente llegan a los bolsillos de las grandes corporaciones. UN máximo de $0,02 por bushel, o 0,2 centavos/litro de etanol, va a los agricultores. 

Con el subsidio a la producción del maíz y del etanol, el total de costos, que ascienden a 8.400 millones al año, se traslada a los consumidores, ya al que producir maíz como materia prima para producir etanol, aumenta los precios del maíz para otros fines. Por ejemplo, un estimado dice que la producción de etanol, con sus subsidios y demás, estaría aumentando el costo de producción de carne de bovino (alimentado con maíz) en $ 1.000 millones. 

Claramente, el etanol de maíz no es ni sustentable ni rentable, y se está poniendo bastante esfuerzo en encontrar otros insumos agrícolas como este. 

Patzec presentó una detallada objeción al artículo de la revista Science que mostraba un balance energético positivo en la producción de etanol de maíz, exponiendo los principales errores usados en la contabilidad energética. Estos incluían: 

• Fallas en contabilizar la energía de los granos de maíz como un ingreso de energía 

• Asumir una obtención elevada de etanol de maíz al contrario de los datos verídicos 

• Asignar costos de energía indebidamente en la producción de etanol, en particular, destilación de subproductos como los residuos de la fermentación que no tienen nada que ver con la producción de etanol. 

Adicionalmente, la industria de etanol usualmente infla la obtención de etanol contando como etanol el 5% de gasolina añadida al etanol de maíz como desnaturalizador; toman el monto de almidón fermentado como si fuese el total de almidón extraíble, aunque no todo lo último es fermentable; y toman el peso del maíz húmedo (un promedio de 18% de humedad) como si fuera maíz seco. 

Cuando la contabilidad energética hecha por autores diferentes es re-analizada con el mismo set de datos realistas, los saldos energéticos resultan ser remarcablemente uniformes. 

La relación entrada/salida varía entre 0,245 y 0,310. En otras palabras, el balance energético es severamente negativo: por cada unidad usada en hacer metanol de maíz, se obtiene al menos 0,3 unidades de energía de regreso. Por lo menos 9 veces más energía fósil para producir etanol de maíz en la puerta de la refinación que producir gasolina o diesel de petróleo. 

Como Patsek señala, los 7.500 millones de galones de etanol que se deben producir para el 2005 de acuerdo a la Ley de Energía, podría ser compensada por un incremento en el millaje automotriz con tan solo una milla por galón, excluyendo a los vehículos deportivos que literalmente devoran gasolina y la generación de luces vehiculares. 

Las consecuencias económicas de la excesiva producción de maíz han sido devastadoras. El precio del maíz en Iowa, el más grande productor, declinó 10 veces entre 1949 y el 2005, al mismo tiempo que las cosechas de maíz se triplicaban. 

Hoy día los agricultores de Iowa ganan una tercera parte de lo que ganaban hace 50 años, pero sus costos de producción se han multiplicado, debido a que queman metano y diesel para producir maíz. El precio de metano se ha incrementado varias veces en los últimos 3 años. “Los subsidios a los cultivos de maíz que han suplido los precios del maíz en el mercado han aumentado hasta en un 50% entre 1995 y el 2004”. Patzek predice más concentración en la producción industrial del maíz en gigantescas fincas operados por las grandes corporaciones agrícolas, mientras que a los pequeños agricultores solo les resta alquilarles su tierra. 

Un insumo industrial, cuyo precio está por los suelos, puede ser ahora procesado en etanol con una rentabilidad significante, más aún con un subsidio federal de 50 centavos por galón de etanol, más los subsidios estatales y locales. 

Patzek concluye: “Los Estados Unidos ya han perdido mucho tiempo, dinero y recursos naturales".detrás de un espejismo de un modelo energético que no tiene posibilidades de remplazar los combustibles fósiles…. La única solución real es limitar el ritmo de uso de estos combustibles fósiles. Cualquier otra cosa resultara eventualmente en un desastre nacional”. 

(*) Este artículo es parte de la reciente publicación: “Which Energy?” Informe sobre Energía 2006 del Institute of Science in Society, y cuyos autores son Mae-Wan Ho, Peter Bunyard, Peter Saunders, Elizabeth Bravo y Rhea Gala. 

Mae-Wan Ho es profesora de Biología de la Open University y miembro de la National Genetics Foundation de Estados Unidos. Ha debatido sobre ingeniería genética en las Naciones Unidas, el Banco Mundial y el Parlamento Europeo, entre otras instituciones. Desde 1994 es consejera científica de la Red del Tercer Mundo sobre biotecnología de la ingeniería genética y seguridad biológica.
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